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4.6. LOS SUJETOS DEL DERECHO A LA INFORMACION

Consideraremos el problema de los sujetos del derecho a la informa-
cion. Esta cuestién es importante, pues en la medida que se determinen
es posible saber quién esta legitimado para hacerlo valer a través de los
procedimientos judiciales o administrativos.

El punto de partida es el articulo primero de la Constitucién Politica
de México, que otorga las garantias a todo individuo. Por su parte, el
articulo primero de la Convencién Americana de Derechos Humanos
obliga a los Estados parte, México entre ellos segiin hemos dicho,** a
respetar y garantizar el pleno ejercicio de los derechos y libertades a toda
persona sujeta a su jurisdiccién.

A partir de lo anterior, es posible sostener que el sujeto del derecho a
la informacidén es, en principio, cualquier persona, tanto nacional como
extranjera. El derecho reconoce distintos tipos de personas, las fisicas
y las morales, también denominadas juridicas, entre las que se cuentan
las sociedades civiles y mercantiles, los sindicatos, las asociaciones y par-
tidos politicos, las corporaciones de cardcter publico, las instituciones
educativas y culturales, el Municipio, el Estado.?3 A éstas, mediante una
ficcién juridica, se les reconoce personalidad y pueden ser centros de
imputacién de derechos y obligaciones.

En tanto que lo que se predica de los sujetos en cuanto personas fi-
sicas, es predicable de las personas morales, es posible hablar, como lo
hace Desantes, de un sujeto universal del derecho a la informacién.3*?
Esto es importante a nivel internacional en cuyo dmbito los sujetos mas
importantes son los Estados y los organismos internacionales.

Por otro lado, en tanto las personas no presentan igualdad en sentido
liberal, el caracter de interés publico y social que hemos propuesto para
el derecho a la informacién, permite que el Estado pueda imponer mo-
dalidades a su ejercicio con el fin de que todos los miembros de la socie-
dad, en especial los grupos desprotegidos, puedan ejercerlo efectivamente.

La determinacién de los sujetos del derecho a la informacién no pre-
senta asi mayores problemas; sin embargo, esta cuestién ha sido oscure-
cida, pues en las sesiones de la Camara de Diputados y en algunas‘po-

53¢ Véase el punto 3.4 de este trabajo.
329 Cfr. articulo 25 del Cddigo Civil del Distrito Federal.
310 Cfr, Desantes, op. cit. supra, nota 262, p. 36.
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nencias presentadas en las Audiencias Puablicas se dijo que el titular
del derecho a la informacién era la sociedad. Baste recordar la inter-
vencion del diputado Eduardo Andrade, quien dijo que ““...era un de-
recho piblico colectivo, del que el titular, era toda la sociedad”

Tista tesis no es aceptable. No es valido hablar de “derechos de la so-
cicdad”, pues resulta una enorme imprecisién en el momento de deter-
minar quién estd legitimado para hacerlo valer. La idea de que la socie-
dad sea titular del derecho a la informacién puede ser incluso peligrosa,
pues habria quien podria deducir el ejercicio del derecho exclusivamen-
te a través del Estado, cuando en muchas ocasiones hay que hacerlo contra
éste.**? Por otro lado, baste sefialar que la sociedad no es una persona
juridica.

Establecido que en principio el sujeto del derecho es cualquier per-
sona, el siguiente paso es determinar a quién corresponden, y en qué
medida, las facultades y obligaciones. Quién ejerce el derecho y ante
quién. Este punto es quizé el mas complejo, pues ademis de la laguna
legislativa, el proceso informativo presenta caracteristicas que nos obli-
gan a hacer un par de consideraciones.

Hemos dicho que el derecho comprende tres facultades: investigar,
difundir y recibir informacién. El ejercicio de éstas hace que los sujetos
queden en una tedrica posicién activa (investigar, difundir) o pasiva
(recibir), que se manifiestan en dos posibilidades juridicas distintas. En
la primera se exige una abstencién (no hacer) y en la segunda una pres-
taciéon (dar o hacer).

Como hemos explicado, el proceso informativo es esencialmente di-
namico. Esto hace que la situacién de actividad o pasividad no sea sino
una diferencia relativa de posicién en un momento determinado. Hasta
el sujeto mas activo es, en algin momento, pasivo y viceversa. Lo ante-
rior hace que la situacién activa o pasiva del sujeto no signifique una
diferencia en el ejercicio del derecho. Propongamos unos ejemplos que
nos aclaren lo anterior.

Supongamos que una persona, fisica o moral, acude a una dependen-
cia gubernamental en busca de informacién. La oficina, si estd obligada,
debe proporcionarsela. Pocos dias después la misma dependencia puede

41 Comisién Federal Electoral, Reforma Politica, México, 1978, t. I1I, pp. 43-48.

542 Cfr, José Barragan, Derecho de la comunicacién y lo informacién, México, UNAM,
1981, p. 24. En este sentido se debe hablar, en todo caso, de derechos de los grupos que
integran la sociedad.
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acudir al particular para que, a través de un censo, le informe sobre su
actividad. El particular estd en este caso obligado a proporcionarla. En
el primer caso el particular esti en posicién activa y el Estado en la
pasiva, situacién que se invierte después, pero ambas derivadas del mis-
mo derecho.

Propongamos otro ejemplo en que intervenga un medio de comuni-
cacién. En éste el publico, cualquier persona, esta en posicidn pasiva
(de receptor) y el medio (como transmisor) en la activa. Supongamos
que el medio atribuye a la persona declaraciones que ésta nunca realizo.
En este momento ésta puede, a través de los procedimientos conducen-
tes, exigir la rectificacién de la informacién transmitida. Dias después
la persona que fue afectada puede hacer declaraciones inexactas o falsas
sobre cierta conducta del medio. En tal caso, éste puede pedir a la per-
sona que las rectifique. De nuevo tenemos una inversién de los términos.

Lo anterior podria parecer banal si no fuera porque hay quienes, a
partir de una comprensién limitada del derecho a la informacién, piensan
en éste sélo como un estatuto de los profesionales de la informacién, de
las empresas informativas o de los medios de comunicacién. Esta con-
cepcién es parcial, pues como hemos dicho, el derecho se establece a
favor de cualquier persona, sin menoscabo de que haya quienes lo ejer-
cen con mayor frecuencia.

Tenemos asi que los sujetos titulares del derecho a la informacién
tienen una situacién dual que los hace, a la vez, sujetos activos y pasivos,
emisores y receptores, facultados y obligados. La legitimidad para ejer-
cer el derecho se determinard de acuerdo a la situacién particular que
haga nacer la relacién juridica. Lo anterior hace subrayar la necesidad
de reglamentar la materia para que estas situaciones queden estable-
cidas con precisién y, por otro lado, nos lleva a tratar la materia del
derecho a la informacién.

Antes de entrar en el estudio de este punto, es necesario anotar que
la realidad informativa contrasta con la idea de titularidad universal
del derecho. Las discriminaciones son evidentes, baste mencionar que,
en el estado actual de cosas, el acceso a los medios requiere de grandes
sumas de dinero, que las legislaciones reconocen el derecho a favor de
unos pocos, cuando no favorecen el monopolio. En el mismo plano inter-
nacional la minusvaloracién del Estado como sujeto informativo hace
que los Estados mas fuertes anulen el derecho de los mas débiles. Por
todo esto, la consideracién del sujeto universal no es mera cuestién te-
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rica, sino que tiene repercusiones inmediatas que buscan un cambio en
el desolador panorama informativo.

47. LA MATERIA DEL DERECHO A LA INFORMACION

Puede parecer simpleza decir que la materia del derecho a la infor-
macién es la misma informacién. Sin embargo, hemos insistido que el
término es equivoco y es necesario determinar su alcance. En principio,
el concepto de informacién que adoptamos tiene un espectro amplio. Com-
prende tanto los procedimientos (acopiar, almacenar, tratar, difundir,
recibir), los tipos (hechos, noticias, datos opiniones ideas), los dmbitos
(individual, colectivo, nacional e internacional) y las funciones (enten-
der las situaciones para estar en condiciones de actuar).

De lo anterior es facil deducir el gran dmbito de incidencia que tiene
el derecho a la informacion. Este afecta todo el orden juridico en materia
de informacién, permitiendo unificar las normas que se encuentran dis-
persas bajo principios uniformes, y cuando no las hay, crearlas.?*?

Sistematizar la materia no es sencillo, tanto por su extensién cuanto
por las interrelaciones que existen entre los sujetos, los medios, las fuen-
tes y las funciones de la informacién.?* A continuacién presentamos un
intento de sistematizar los aspectos que comprende y afecta el derecho
a la informacién. Por la amplitud del tema, unicamente sefialamos las
ideas que nos parecen bésicas en cada punto.

Hay que advertir que varios de los aspectos que sefialaremos podran
tener una relacién difusa y lejana en el derecho a la informacion. Esto
es cierto, lo que sucede es que no se busca abarcarlos todos como objetos
directos y principales del derecho, sino sélo resaltar los aspectos rela-
cionados con nuestro tema de estudio.

243 La amplitud de la materia ha hecho concebir a algunos autores el concepto de
derecho de la informacién, como ordenamiento juridico objetivo que reconoce y protege
el derecho a la informacién como derecho humano (Desantes; ver punto 4.3.3, III); la parte
del ordenamiento juridico que tiene por objeto la regulacién institucional de la infor-
macién (Gémez-Reyno; ver 4.3.3, VID; y el conjunto de normas juridicas que tienen
por objeto de tutela, reglamentacién y delimitacion del derecho a obtener y difundir ideas
v opiniones v hechos noticiables (Fernandez Areal; ver 43.3, ntim. XD.

344 José Maria Desantes propone que para efectos de estudio, y con el propdsito
de abarcar la totalidad de la materia, un cuadro de doble entrada, en uno de cuyos ejes
estarian los elementos del proceso informative, vy en el otro cada uno de los medios de
informacién. Cada uno de los puntos de interseccién, mas una entrada diagonal, supone
contemplar el camvo ccmpleto de la materiz del derecho. En la practica esta proposicién
tiene problemas. Cfr. Desantes, op. cit. supra. nota 241, p. 40.
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Comenzaremos por sefialar los principios generales en que el derecho
debe tratar a la informacién, y enumeraremos después los intereses ju-
ridicos de la materia. Posteriormente trataremos algunos de los aspectos
divididos en grandes rubros arbitrarios, pero que intentan dar cuenta de
los aspectos que son afectados por el derecho a la informacién.

477.1. LOS BIENES DEL DERECHO A LA INFORMACION

La informacién que comprende el derecho es toda aquella que, in-
corporada a un mensaje, tenga un caracter publico y sea de interés gene-
ral o social.

Quedan comprendidos como informacién todos aquellos datos, hechos,
noticias, opiniones e ideas que puedan ser difundidos, recibidos, inves-
tigados, acopiados, almacenados, procesados o sistematizados por cual-
quier medio, instrumento o sistema a través del cual se genere una mul-
tiplicacién de los mensajes.

La informacién debe ser considerada como un bien social y no una
mercancia,, por lo que, en cualquier caso, el interés mercantil o privado
quedan subordinados al interés piblico y social,

La informacién buscarad exponer la realidad y problematica sociales
en todos los dmbitos.

Los intereses protegidos, en una enumeracién no limitativa, son:

a) la soberania nacional, sobre todo en relacién con los aspectos en
que tecnologia o intereses extranjeros, en materia de informacién, pue-
dan afectar la identidad y valores nacionales;

b) la dignidad de la persona humana, incluyendo la intimidad indi-
vidual y familiar;

¢) el respeto a la Constitucién, las leyes y derechos de los demas;

d) la promocién educativa, cultural y politica de la persona;

e) el desarrollo integral de la infancia y la juventud;

f) la distribucién equitativa y equilibrada de la riqueza;

g) el fomento a la solidaridad nacional e internacional;

k) el respeto a los valores regionales, nacionales e 1nternac:1onales

i) el acceso de grupos y organizaciones politicas y sociales en los
medios, técnicas y estructuras de la comunicacién.
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4,7.2. LOS DEBERES INFORMATIVOS DE ESTADO

Examinaremos en primer lugar al Estado como sujeto informativo
en su doble cardcter de emisor y receptor. En la actualidad, el Estado
es una de las mayores fuentes de informacién; pero al mismo tiempo re-
quiere —para realizar sus funciones— de una gran cantidad de elia.®*
Su realidad como sujeto informativo se manifiesta en multiples aspectos
que suponen facultades y obligaciones frente a otros sujetos informa-
tivos. Algunas de éstas son de vieja tradicién, tales como el derecho de
peticién; otras, apenas comienzan a estructurarse. A continuacién pre-
sentamos algunas ideas que intentan dar una visién de la complejidad del
panorama.

En su actividad diaria el Estado genera informacién, misma que tiene
el caracter de publica e implica, por lo tanto, el interés de la sociedad
por conocerla. Desde la perspectiva del derecho a la informacién, lo an-
terior supone que el Estado estd obligado a comunicar sus actividades
y el impacto que ello produce en la sociedad. Existe también el derecho
de los miembros de la comunidad al libre y oportuno acceso a esta in-
formacién.

Respecto del primero de tales aspectos, el Estado debe instrumentar
las estructuras que permiten la difusién de la informacién oficial, ya
sea a través de oficinas de informacién en las distintas dependencias de
la administracién phblica; o bien, a través de los medios de informacién
del mismo Estado, e incluse por informacién pagada en los medios de
informacién comerciales. Respecto de este tiltimo punto es indispensable
una regulacién precisa que determine la forma, cantidad y modo de se-
leccionar los medios en los cuales se difundirdn este tipo de informacio-
nes; lo anterior para evitar arbitrariedad y corrupcién en la distribucién
de los recursos publicos en érganos informativos. Dichos mecanismos de
seleccién y distribucién deben ser, asimismo, objeto de publicaciones pe-
riddicas.

El Estado debe contar con una politica de comunicacién que coordi-
ne la actividad y el contenido de los mensajes que emita. Deben diferen-
ciarse las noticias y los hechos de la actividad estatal, de la justificacién,
vision y sentido de la misma.

" Vease el punto 2.2 de este trzbajo.
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Aun contando con la existencia de estructuras administrativas espe-
cializadas, en principio, cualquier funcionario debe tener facultades para
proporcionar informacién sobre la materia que le compete. Esto se con-
vierte en obligacién, e implica la determinacién de responsabilidades, en
caso de que se niegue a proporcionarla, o lo haga en forma incompleta
o falsa. El principio general admite excepcicnes, por lo que no existe
obligacién respecto a informacién reservada, asi como de materias y ac-
tividades que no son de su competencia.?**

El medio tradicional con que el Estado ha contado para informar de
las disposiciones legales, es el periddico oficial. La importancia que tiene
1a publicacién de las disposiciones legales es tal que su vigencia depende
de aquélla. A pesar de esto, la deficiente estructura misma del periédico
oficial, vy en muchas ocasiones la ineficacia de su organizacién y distri-
bucidn, hacen de éste un instrumento insuficiente. Ello hace necesario
proponer nuevos modelos y estructuras para que logre, en forma eficaz,
sus fines de publicidad y difusién de la informacién legislativa.

Un aspecto que es materia de frecuentes debates, es si el Estado puede
y debe manejar directamente medios de comunicacién masiva, y agen-
cias informativas y de publicidad. A reserva de tratar este problema con
amplitud, podemos adelantar que la respuesta es afirmativa. Lo anterior
no significa que el manejo de estos medios se dé fuera de los principios
generales en la materia. Por el contrario, tienen una responsabilidad es-
pecial, pues si bien pueden ser medios idéneos para difusién de informa-
cién oficial la programacién y actividades deben responder con amplitud
a los intereses sociales, propiciar el acceso de los grupos sociales y fo-
mentar las manifestaciones culturales nacionales.

a) Acceso a documentos administrativos

El derecho al acceso de documentos administrativos es otra de las
manifestaciones del derecho a la informacién. Durante varios afios, los
paises mantuvieron el principio del secreto de la informacién adminis-
trativa. El Ejecutivo podia, a discresién, mantener en secreto cualquier
documento o informacién. Ello permitia ocultar errores, proteger intere-
ses partidarios y aun practicas ilegales. Durante los Gltimos anos tal si-

346 Cfr. Charles Fourrier, La liberté d’opinion du fuonctionnaire; essuis de drois
public eomparé, Paris, LGDJ, 1957.
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tuacién se ha modificado y, en principio, toda informacién debe estar a
disposicién del pablico, con excepcién de aquella que expresamente y por
mandato de ley sea considerada “secreta”.

El problema del acceso a los documentos administrativos ha sido es-
pecialmente tratado por la legislacién, jurisprudencia y doctrina, tanto
americana como eurcpea. En Estados Unidos desde 1946 las relaciones
administracién-administrados se rige por un procedimiento contradictorio.
El 4 de julio de 1966 se expidié la Freedom of Information Act que esta-
blecia y regulaba en forma expresa el libre acceso de los ciudadanos a
los documentos oficiales. Este documento fue reformado en 1974. Junto a
lo anterior, la actividad de la Suprema Corte ha desarrollado y delimitado
estos aspectos, con especial atencién a la actividad de la prensa.?**

En los paises europeos son muchos los que cuentan con cédigos de
procedimientos administrativos o leyes especiales, que establecen este de-
recho con toda precisién. Tal es el caso de Suecia, Finlandia (1951), Di-
namarca (1970), Noruega (1970), Republica Federal de Alemania (1976),
Francia (1979), Holanda (1978) y muy recientemente algunas provincias
de Canadéa (1980) .3t

Contra la practica del acceso a los documentos, hay quien sostiene
que ésta provoca la paralizacién del gobierno. La experiencia en la apli-
cacién de estas leyes demuestra lo contrario, aungue no es sencillo luchar
contra la tradicién del silencio, sobre todo cuando se afectan intereses.
Basta recordar el caso Watergate en Estados Unidos.

La misma experiencia ha demostrado que cualquier ley que pretenda
regular estos aspectos, debe contener los siguientes principios fundamen-
tales: 34°

a) En la administracién del gobierno declarar el principio general
de la apertura al ptblico, siendo el secreto la excepcidn.

b) Facilitar el acceso a la documentacién, no limitando peticiones

347 Véase “The rights of the public and the press to gather information”, Harvard
Law Review, vol. 87, num. 7, may 1974; Luise Mc Murray, “Freedom of information
Act: 1974 ammended time provision interpreted”, en University of Miami Laow Review,
vol. 32, nam. 1, dic., 1977. Ver anexo 2.

348 Cfr. Donal Rowat, “Las nuevas y proyectadas leyes sobre acceso a los docu-
mentos oficiales”, Rewista de Derecho Publico, Caracas, nim. 9, enero-marzo, 1982; Ma-
nuel Alvarez Rico, “El derecho de acceso a los documentos administrativos”, Documenta-
cién Administrativa, Madrid, ntim. 183, julio-septiembre, 1979. Ver anexo 2.

319 Cfr. Rowat, op. cit. supra; Lemmasurier, op. cit. supra, nota 295; Monigue Lions,
“Notas sobre la legislacién francesa relativa al derecho a la informacién de los admi-
nistrados”, Boletin de Derecho Comparado, niim. 44, mayo-agosto, 1982, Ver anexo 2.
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de documentos especificos. Las limitaciones en razén a la proteccidén de
la vida privada deben estar bien determinadas.

¢) Exigir registros ptblicos de todos los documentos y tasas mode-
radas en la obtencién de copias. En peticiones para fines pablicos las co-
pias deben ser gratuitas.

d) Incluir un listado de los documentos que se deben mantener se-
cretos, durante cuénto tiempo y exigir que las secciones no secretas sean
divulgadas.

e) Establecer procedimientos administrativos en caso de negaciéon
del acceso, asi como sanciones en caso de incumplimiento.

f) Establecer procesos contenciosc-administrativos, con posibilidad
de recuperar los gastos si el solicitante gana.

En México no tenemos experiencia en el acceso a la documentacién
publica. Por el contrario, la tendencia es al secreto, las 6rdenes verbales,
la destruccién de documentos y archivos, la obtencién de informacién
mediante sobornos, etcétera. Esta situacién debe modificarse, buscando
superar el silencio y encontrar el didlogo para lograr una sociedad mas
comunicativa.

b) El derecho de peticién

Aspecto que tiene estrecha relacién con el anterior es el del derecho
de peticién. De larga tradicién, supuso durante mucho tiempo la tnica
posibilidad del ciudadano de obtener informacién y comunicarse con la
autoridad.?®® En nuestro pais, aunque consagrado constitucionalmente, el
hecho de que la autoridad sélo esté obligada a contestar en “breve tér-
mino” lo ha hecho nugatorio en la practica.®™

Resulta indispensable asi la regulacién de este derecho dentro del
marco que supone el derecho a la informacién, Es interesante en este
sentido la ley espafiola del derecho de peticién de 1960 **2 que, aunque
expedida en la época franquista, es un intento importante por determinar
los sujetos, el procedimiento y el tipo de acuerdo que debe recaer sobre
la peticién,

La regulacién que abarque este aspecto debe determinar los plazos

350 Barragén, op. cit. supre, nota 342, p. 40 y ss.

351 Cfr. Burgoa, op. cit. supra, nota 305, pp. 372 y ss.
w52 Pyblicada en el Boletin Oficial, 23 de diciembre de 1960.



182 SERGIO LOPEZ AYLLON

de respuesta, los tipos de peticién, el tipo de respuesta que debe recaer
¥ sus consecuencias juridicas, asi como las sanciones al infractor. Lo an-
terior para dar una efectividad real al derecho.

¢) Informacién estadistica

El 4ltimo aspecto de este apartado es la informacién estadistica. Esta
materia es presupuesto bésico para la toma de decisiones, por lo que su
importancia es fundamental. Comprende todos los datos recabados por el
Estado a través de la funcién censal, en muestreos u otras técnicas de
captacién de informacién.

En principio, los particulares tienen el deber de proporcionar la in-
formacién que se les requiera en forma exacta y completa. Por su parte el
Eistado, una vez que la ha procesado, debe ponerla a disposicién del pii-
blico en forma oportuna y completa. En nuestro pais hay algunos princi-
pios legislativos en la materia. La ley de informacién estadistica y geo-
gréfica y su reglamento son el principio de una legislacién que debiera
ser revisada bajo los principios del derecho a la informacién.3%® Algunos
de los cuales deben admitir la verificacién de los datos y la critica sobre
los procedimientos para su obtencién.

4.7.3. LOS ASPECTOS EDUCATIVOS Y CULTURALES

Hemos dicho que existe una estrecha vinculacién entre informacién,
educacién y cultura.?® Desde el punto de vista del derecho a la informa-
cién supone el acceso a la educacién y la cultura. En este sentido la con-
cepcién de René Malheau, quien veia en este derecho la prolongacién
natural del derecho a la educacién.?%

Como un primer aspecto nos referiremos a la libertad de creacidon
literaria, artistica, técnica y cientifica. Esta supone tanto el fomento de
las condiciones de produccién como la difusién de las obras artisticas y
culturales. Lo anterior implica el acceso de los grandes nticleos de pobla-
cidn a los especticulos artisticos y culturales, que se logra fundamental-

358 Publicados on el D.O. el 30-12-80 vy 03-11-82, respectivamente.
t Véase el punto 2.2 de este trabajo.
35 Véase ¢l punto 4.3.3, ntim. XITI, de este trabajo.
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mente a través del Estado, quien debe brindar dichos actos en forma
general, con calidad, y tratando de guardar un equilibrio entre la produc-
cién universal y la nacional y aun regional. Se busca reforzar los valores,
historia e identidad de cada grupo y regién.

Un segundo punto es la libertad de céatedra e investigacién; aspecto
que ha sido incorporado constitucionalmente en México, Reptiblica Fe-
deral de Alemania y Espafia entre otros paises,?® e implica el méximo
respeto por la difusién de los conocimientos. Coartar esta libertad, como
desgraciadamente acontece en algunos paises del continente, es volver
al tiempo de la censura que intenta, inttilmente por fortuna, evitar la
ampliacién de los horizontes y posibilidades de la persona en sus posibi-
lidades de desarrollo y crecimiento.

Aspecto relacionado con los anteriores es la materia de derechos de
autor que, aunque tratada ampliamente por la doctrina, supone la revi-
sién de algunos de sus principios tradicionales que se ven afectados por
el derecho a la informacién. Entre éstos destaca revisar la idea propieta-
rista de este derecho, pues el nuevo enfoque pone de relieve que no sélo
se debe contemplar el aspecto del autor-difusor (editor, productor o em-
presario), sino se debe tener en cuenta al pablico como uno de los su-
jetos del derecho.357 ,

El lenguaje recibe también la proteccién del derecho a la informacién
ya que, como medio y bien de la comunicacién, requiere de la proteccién
juridica a fin de evitar su deformacién y su desaparicién, esto ultimo es-
pecialmente respecto de los grupos étnicos. Debe aclararse que lo ante-
rior no responde a una visién que ve en el lenguaje algo hecho e inamo-
vible. Este es por naturaleza dindmico, se hace y transforma dia con dia.
Lo que se trata es de proteger su riqueza y poner al puklico en aptitud
de utilizar con todas sus posibilidades este medio de comunicacién. Un
lenguaje deformado y reducido a niveles elementales, atenta contra la
dignidad y desarrollo de la persona,

Idea cercana a la anterior es el derecho que tienen los grupos indi-
genas a conservar, recibir y difundir informacién en su propio idioma.
La ensefianza del espafiol como idioma oficial, si bien necesaria, debe
ser respetuosa de los bienes culturales de estos grupos. No se debe ais-

338 Fin México véase el articulo 3° de la Constitucidn; para los otros paises el punto
4.3.2, nims. I y IV de este trabajo. -

357 Cfr. J. M. Desantes, “El derecho de autor como derecho a la informacion”, La
informacion como derecho, op. cit. supra, nota 262, pp. 94 y ss.
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larlos, sino promoverlos desde su identidad; darles la posibilidad de que
difundan sus valores, tradiciones y producciones. Debe recibir, asimismo,
informacién en su propio idioma y con el méiximo respeto a su idiosincra-
sia. La integracién debe darse desde el intercambio y el respeto, no por
via de la imposicién y la destruccién.

El acceso a las fuentes de informacién es otro de los renglones rela-
cionados con la educacién y la informacién. La biblioteca, el archivo, el
registro publico y los bancos de datos son centros de informacién, estruc-
turas necesarias para el ejercicio del derecho a la informacién.

Estas unidades deben tener carécter piiblico; ser centros de custodia,
conservacién y difusién de la cultura; y contar con los elementos huma-
nos, técnicos y administrativos para que presten en forma eficaz sus setvi-
cios, los cuales deben ser gratuitos y en algin caso cobrar sélo lo nece-
sario para cubrir su costo de operacién.3%8

La realidad es triste en esta materia, ya que nuestros archivos y bi-
bliotecas son, ademéas de insuficientes, deficientes en sus servicios; no
cuentan con recursos econdmicos, técnicos ni humanos; existen pérdidas
importantes de material, cuando no su destruccién por deficiente conser-
vacién; los robos son frecuentes; las disposiciones normativas, cuando las
hay, son inobservadas, etcétera. El panorama es deplorable y debiera mo-
dificarse. :

Asunto especial es el relativo a la creacién y operacién de bancos de
datos particulares. La tecnologia moderna permite con relativa facilidad
instalar bancos de informacién de todo tipo. La inexistencia de regulacién
en la materia permite su establecimiento sin control ni registro alguno
de su existencia, contenido de sus archivos, forma de operarlos y propé-
sitos para los que sirven, que no siempre coinciden con los del interés
general. Es indispensable que pronto se regulen estos aspectos, ya que
el mismo caracter social de la informacién hace que puedan existir mo-
dalidades en su uso, operacién y establecimiento.

4.74. LOS ASPECTOS POLITICOS

Hemos insistido en la necesidad de informacién politica como requi-
sito indispensable para la democracia. Por esta razén la difusién y recep-

353 Cfr, Antonin R. Rous, “Reglamentation de systéme unique de bibliothéques”,
Bulletin de Droit Tchecoslovaque, afio 38, num. 1-2, 1980,
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cién de opiniones, ideologias y de critica politica debe garantizarse am-
pliamente a través de la realizacién libre de reuniones, mitines y actos
politicos, asi como el acceso de los partidos, asociaciones politicas y gru-
pos sociales en general a los medios de difusién masiva.

En nuestro pais estos aspectos estan regulados en la Ley Federal de
Organizaciones Poltiicas y Procesos Electorales (LOPPE). Creemos, sin
embargo, que esta legislacién, a pesar de ser un buen principio, es ain
susceptible de mejorarse y completarse. Creemos que el acceso a los
medios y los recursos destinados a érganos informativos debe ampliarse
y alcanzar a las asociaciones politicas y aun a grupos sociales. Desde
luego que esto entrafa dificultades practicas debido a limitaciones téc-
nicas. Al respecto, resulta interesante la parte relativa de la Constitu-
cién espaiiola cuando se refiere a grupos sociales y politicos significati-
vos. Se trata con esto evitar que grupos notoriamente minoritarios, y
aun individuos, puedan ocupar tiempo que corresponde a sectores que si
"son representativos de corrientes de opinién.3®®

La importancia de la informacién politica es més significativa en los
periodos electorales. En un amplio estudio, Rafael Diaz Arias expone el
régimen comparado de la propaganda electoral?*® De su estudio, se des-
prende que es necesario que la legislacién no se ocupe sélo de las cues-
tiones ideolégicas, sino también de todos los aspectos que impliquen la
modificacién o la realizacién de determinadas pautas de conducta. Entre
éstas se cuentan actividades publicitarias y promocionales, relaciones pu-
blicas, origen de los fondos y destino que se les da, etcétera.®®

Otro principio que debe vigilarse es el de la igualdad de oportuni-
dades, impidiendo que ciertos partidos concentren el uso de la propa-
ganda electoral. Esta igualdad puede conseguirse asignando un minimo
de recursos a ciertos partidos, asi como limitando los de otros.

Otro aspecto es la regulacién de la publicacién de encuestas de opi-
nién publica relativas a cuestiones electorales, sobre todo pocos dias
antes de las votaciones. Este tipo de publicaciones pueden, si bien en
forma relativa, modificar el rumbo de las elecciones. Por esta razon,
paises como Espafia y Francia han optado por prohibir su difusién en
ciertos periodos. Por todo ello creemos que es necesario incorporar a
nuestra legislacién electoral los aspectos que hemos mencionado.

350 Cfr. Terrén Montero, op. cit. supra, nota 258, p. 2217.

6o Cfr, Rafael Diaz Arias, “Aproximacién al régimen juridico de la propaganda

electoral”, Persona y Derecho, Pamplona, 1978, vol. V, pp. 261 y ss.
361 Idem, pp. 281 y ss. )
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4.7.5. LOS MEDIOS DE COMUNICACION

Abordaremos uno de los aspectos mas dificiles y controvertidos. La
regulacién y principios de operacién de los medios de comunicacién
social, en los aspectos referidos a la difusién de informaciones. Debe-
mos aclarar que ncs referimos a los medios de comunicacién sociales,
masiva o colectiva (prensa, radio, televisién, cine, satélites, etcétera), ya
que es facil confundirlos con los medios de comunicacién en general, que
no siempre tienen el caricter de los primeros. Basta poner como ejemplo
al lenguaje, el teléfono o el telégrafo.

En tanto los distintos medios ofrecen problemas diferentes, nos re-
ferimos en primer lugar a los medios que utilicen ondas radioeléctricas
a través del espacio (radio, televisién, satélites, medios teleméticos, et-
cétera) y después a los medios impresos.

Respecto de los primeros, hemos sefialado que la legislacidén ha ac-
tuado con retraso en este campo, aunque no por ello ha dejado de regu-~
lar estos aspectos, si bien en muchas ocasiones enfatizando los aspectos
técnicos. Hasta hace relativamente poco tiempo, los aspectos relaciona-
dos con la informacién comenzaron a ser contemplados por las legisla-
ciones. El campo que ofrece el derecho comparado en este aspecto es muy
amplio y existe abundante bibliografia.?®

Un primer problema es conceptualizar juridicamente a los medios
de comunicacién social. Un intento de definicién los considera como todos
los instrumentos y sistemas de produccién, almacenamiento, emisidn,
transmisién de mensajes.?® Estos medios forman parte del patrimonio
cultural de la humanidad y deben ser considerados de interés ptblico
social.

En derecho comparado encontramos basicamente cuatro sistemas de
operacién de los medios de comunicacién social: 3¢

a) El monopolio estatal directo;

b) La corporacion publica;

.. %92 El enfoque desde el cual se estudia a los medios es muy variado. Para darse una
idea remitimos al apéndice hibliografico en donde damos cuenta de gran cantidad de
estudios, tanto juridicos como desde otras disciplinas de esta materia.

302 E1 concepto estd tomado del anteproyecto de Ley de Comunciacién Social de
la Presidencia de la Reptblica, Cfr. el punto 3.3.4 de este trabajo.
... ¢t Cfr. Desantes, op. cit. supra, nota 269, pp. 72 y ss; Allan R. Brewer Carias,
“Limitaciones a 1a libertad de informacién en el derecho comparado”, Revista de lu
Facultad de Derecho de Venezuela, num. 47, 1970,
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¢) Privado por concesion o licencia, y

d} El régimen mixto.

En México se ha adoptado el régimen mixto, con predominio de la con-
cesién a particulares para estaciones comerciales y licencia en caso de
estaciones culturales, las cuales no abundan.?® Por otra parte, en la
mayoria de los paises europeos el servicio de radio y televisién se con-
sidera servicio pliblico, cosa que no sucede en México, debido funda-
mentalmente a cuestiones politicas.

a) El acceso a los medios

Frente a los medios de comunicacién social se plantean dos proble-
mas fundamentales. El primero se refiere a la intervencién estatal. Cier-
tas corrientes suponen que ésta implica automéaticamente la negacién de
la libertad. Esto no sucede asi, particularmente si se establecen los me-
canismos necesarios que reduzcan al minimo la influencia politica e ideo-
légica de los gobiernos, y aseguren la participacidon de todos los grupos
sociales con posibilidades de expresién a través del medio.?*¢ El proble-
ma de la intervencién estatal tiene aspectos diversos segin la realidad
del pais de que se trate, y supone principios de solucién distintos en cada
uno para alcanzar los principios de pluralidad y libertad.

El segundo aspecto, quizd mas complejo y delicado, es el acceso del
piblico a los medios. No obstante su gran poder de difusién y penetra-
cidn, el acceso a ellos es limitado en razén de sus caracteristicas técnicas.
Esto plantea la necesidad de que los mensajes que se transmitan a tra-
vés de ellos sean representativos de la pluralidad, intereses y realidad
social, La pregunta es ;jcémo garantizar el acceso de los grupos politi-
cos y sociales a los medios, o al menos de su pensamiento y concepciones?
Las soluciones han sido diversas segun el régimen de los medios y el
pafs. Los resultados también son diversos.

En nuestro pais se han propuesto, desde distintas perspectivas, plan-
teamientos diversos que buscan de la democratizacién y pluralidad. Se-
fialaremos, entre otros, el de limitar la concesién comercial y promover
el establecimiento de estaciones de tipo cultural, fundamentalmente a

365 Cfr. Ratl Cremoux, La legisluciéon mexicana de radio y television, Meéxico,

UAM, 1982.
366 Terrén Montero, op. cit. supra, nota 258, p. 212
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través de las instituciones de educacién superior; establecer criterios oh-
jetivos para otorgar concesiones y licencias; impulsar las estaciones re-
gionales; controlar la emisién de mensajes comerciales; fijar normas que
eviten la virtual existencia de monopolios; ampliar las posibilidades de
acceso de los grupos politicos y sociales a los medios a través de pro-
duccién de programas de radio y televisién que se transmitan en horarios
importantes, etcétera.?s7

Son instrumentos Gtiles para lograr la participacién social en los me-
dios, los derechos que las personas fisicas o juridicas, afectadas por las
transmisiones de los medios, pueden ejercer:

a) De respuesta, en el caso d: haber sido citadas, directa o indirecta-
mente;

b) De ampliacidn, cuando las declaraciones o referencias que se les atri-
buyan sean incompletas;

¢) De aclaracién, cuando las expresiones o hechos que se le atribuyan
sean equivocos, o se les confunda con otras personas o actividades;

d) De ratificacién, si se les imputan hechos falsos o presuntas activi-
dades, y

e) De réplica, para contestar a los comentarios hechos con motivo del
ejercicio de los derechos antes mencionados.3%®

Aspecto de especial importancia son las innovaciones tecnolégicas en
materia de medios de comunicacién. Los satélites de radiodifusién di-
recta amplian las posibilidades de comunicacién en forma impresionante;
sin embargo, pueden servir también como instrumentos de control y pe-
netracién de las grandes potencias sobre los paises que no cuentan con
la tecnologia ni las posibilidades de desarrollarla. Las Naciones Unidas
han iniciado la formulacién de principios juridicos e instrumentos inter-
nacionales para la utilizacién del espacio exterior, en relacién con los
satélites de comunicacién.?® Uno de los problemas més interesantes con-
siste en determinar si las transmisiones por satélites de un pafs a otro
deben o no tener lugar sélo con el consentimiento de los Estados recep-

367 Véase el apartado “Politicas de comunicacién” en el apéndice bibliografico.

368 Los conceptos fueron tomados. del anteproyecto de ley de comunicacion social,
op. cit. supra, nota 363; al respecto puede verse Francisco Sobrao Martinez, Informacion
y derecho de réplica, Madrid, Editora Nacional, 1974; “El derecho de rectificacién”, Pen-
sond y Derecho, Pamplona, 1978, vol. V. Ver anexo 2.

38 Cfr, Hilding Eek, “El uso de los medios de comunicacién; principios definidos
por la ONU y por la UNESCO”, Desafio juridico de la comunicacién internacional, Mé-
xico, ILET-Nva. Imagen, 1979, pp. 53 v ss.
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tores. Esto se relaciona directamente con la instalacién de equipos re-
ceptores de senales de satélites que en nuestro sistema juridico requiere
de la autorizacién previa, pues el espacio es un bien de dominio directo, de
acuerdo con el articulo 27 constitucional.

Cuestién cercana a la anterior es la relativa a los medios teleméaticos
de informacién y comunicacién.?’® Estos medios representan enormes po-
sibilidades, pero por sus caracteristicas debe tenerse especial cuidado,
pues para ellos practicamente no existen fronteras. Su instalacién debe
requerir registro; imponer a su operacién las modalidades necesarias para
que su operacién no lesione la soberania, seguridad, independencia o
identidad nacionales; limitar las cuestiones de caracter comercial; indicar
la procedencia y caricter de la informacién proporcionada; sefalar las
reglas para la proteccién de datos, etcétera. Estos aspectos deben regla-
mentarse antes de que la realidad cancele las posibilidades de controlarlos.
Actualmente existen elementos suficientes para prever la utilizacién de
estos medios en beneficio de toda la sociedad y no de intereses particu-
lares. Debemos recordar que el anteproyecto de ley reglamentaria pro-
ponia un amplio capitulo al respecto?™

Los medios impresos presentan aspectos de particular importancia.
La tradicién legislativa de esta materia es ya larga, pues las leyes de
imprenta la han regulado con amplitud,?™ aunque hay algunas cuestio-
nes que pueden ser replanteadas, méxime en nuestro pais en que la ley
de imprenta aparece totalmente obsoleta.

Los impresos —cualquier reproduccién grafica destinada a ser difun-
dida— se regulan bajo el principio de responsabilidad de autor o impre-
sor. Ahora bien, junto con lo anterior, las empresas editoriales deberian
tener la obligacién de publicar regularmente los nombres de las personas
que integran los 6rganos de direccién y administracién, la lista de los ac-
cionistas y una nota explicativa de la situacién financiera del medio. Lo
anterior pretende que el receptor esté informado de quién o quiénes estan
relacionados con el medio, a qué intereses o ideologia responde y cuél es
su grado de independencia frente las fuentes de financiamiento.

Una forma de lograr el acceso de los medios escritos consiste en que
los periédicos destinen una parte de su espacio a fines sociales, cartas

570 Véase el punto 2.1.3 de este trabajo.

371 Véase el punto 3.3.4 de este trabajo.

372 Es interesante la Ley de Imprenta espafiola publicada en el Boletin Oficial el 19 de
marzo de 1966.
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de los lectores, etcétera. Deben de publicar en forma obligatoria la in-
formacién pagada de grupos y partidos politicos al mismo precio que la
comercial. En todos los casos la informacién pagada debe indicar en for-
ma clara que tiene este caracter.

Otra forma de contribuir a la difusién de informacién es a través de
periédicos murales, espacios especificamente destinados para que los
miembros de la comunidad —municipio, escuelas, centros de trabajo,
mercados, parques, etcétera —puedan difundir noticias, avisos y opinio-
nes. Su existencia debe ser proporcional al ntimero de habitantes y las
autoridades sélo intervendran para la debida proteccién de su funciona-
miento. l

Para lograr una verdadera democratizacién de los medios de comu-
nicacién y la participacién de los grupos sociales en ellos, se ha propuesto
la creacién de comités editoriales y asociaciones de receptores. Los pri-
meros serian drganos consultivos de los medios, que pueden estar inte-
grados por el director del medio, los trabajadores del medio, represen-~
tantes de los colegios profesionales, asociaciones de receptores, partidos
politicos y del gobierno. Sus funciones serian participar, evaluar, vigilar
y, en su caso, recomendar soluciones respecto del funcionamiento del
medio y el cumplimiento de las normas legales.

Las asociaciones de receptores constituirian grupos legalmente esta-
blecidos con funciones de vigilar, estudiar y proponer medidas para el
cumplimiento de las normas legales en materia de comunicacién social 37

47.6. LOS SUJETOS INFORMATIVOS

Aunque el derecho a la informacién corresponde a todas las perso-
nas, en la realidad ciertos sujetos se hallan en mayor contacto con cues-
tiones informativas y, por lo tanto, deben ser objeto de una regulacién
especial. Sin pretender que son los \inicos, examinaremos con brevedad
a las agencias informativas, las empresas informativas y los profesiona-
les de la comunicacién social.

Agencias informativas. Son agencias informativas las empresas u or-
ganizaciones dedicadas a proporcionar a los medios de comunicacién so-

7% Estos aspectos estaban contenidos en el anteproyecto de ley de comunicacién
social. Véase el punto 3.3.4 de este trabajo.
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cial cualquier tipo de informacién. Las agencias informativas pueden ser
nacionales o extranjeras, por lo que deben recibir tratamiento distinto.

Respecto de las segundas, es necesario que estén debidamente acre-
ditadas, lo mismo que sus corresponsales. Su trato debe estar a los prin-
cipios de cooperacién y reciprocidad internacionales y en respetar en for-
ma exacta las disposiciones legales del pais donde operen.

Como las actividades de las agencias informativas rebasan el ambito
nacional, en muchas ocasiones se constituyen en verdaderas transnacio-
nales de la informacién. Por esta razén se han propuesto en los foros in-
ternacionales la elaboracién de un cédigo de conducta de estas agencias.?™
La informacién que éstas distribuyan debe ser considerada un servicio
publico de interés social, no una mercancia o un arma politica, tal y como
acontece en innumerables ocasiones.

Frente a las agencias internacionales se ha propuesto la creacién de
agencias nacionales de informacién que sirvan de portavoz de los Estados
para la emisién de informaciones.?™® Se debe procurar que éstas tengan
cierta independencia del gobierno a fin de que su labor se efectie en la
forma mas objetiva posible.

Hay algunos principios de resolucién comunes a ambos tipos de agen-
cias. No podran dedicarse a actividades publicitarias de caracter comer-
cial; en todo el material distribuido debera figurar el lugar donde se
emite y la sigla de 1a agencia; las tarifas pueden ser controladas; las
agencias con sede en el pais deben conservar sus archivos, centros de
documentacién e informacién, bancos de datos, etcétera, en lugares
de libre acceso, y finalmente estdn sujetas al principio de responsabili-
dad por las informaciones que distribuyan o difundan®7

Los profesionales de la comunicacién. Se consideran profesionales
de la comunicacién a quienes de manera habitual trabajen o colaboren
en la creacién, produccién, difusién e intercambios de mensajes y en la
operacién de medios de comunicacién social, y a quienes ejerzan activi-
dades propias de la materia al amparo o no de un titulo académico. Como

374 Cfr. Alvaro Bunster, “Exigencias juridicas y sociales para los organismos trans-
nacionales de la informacién”; Novea, Eduardo, “Marco juridico para la operacién de
agencias transnacionales de noticias”, ambos trabajos contenidos en Desafio juridico
de la comunicacién internacional, México, ILET-Nva. Imagen, 1979.

375 En este sentido las proposiciones de la UNESCO y de los planteamientos hechos
a través del nuevo orden internacional de la informacién. Para referencias bibliogra-
ficas véase el anexo 2 de este trabajo.

376 Aspectos contemplados en el anteproyecto de ley de comunicacién social. Véaze el
punto 3.3.4 de este trabajo.
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puede notarse, se incluye en esta categoria no sélo los periodistas, sino
también quienes intervienen en los procesos técenicos.

Una de las condiciones para un efectivo ejercicio de la funcién infor-
mativa es que los profesionales no estén sujetos a presiones ideoldgicas
o politicas. Por tal razén se considera que estos sujetos pueden ejercer
su actividad bajo los principios de la clausula de conciencia —que con-
siste en no decir ni escribir contra sus convicciones— y la del secreto
de la fuente —mno revelar sus fuentes excepto por mandato judicial y bajo
principic del secreto de esta informacién.

El ejercicio de esta actividad profesional tiene graves responsabili-
dades y puede prestarse, como de hecho sucede, a practicas ilicitas. Por
esta razén se ha propuesto, tanto a nivel nacional como internacional, la
creacién de cédigos de conducta que determinen las faltas o delitos en que
pueda incurrir en la actividad informativa.?™ Asimismo, se ha postulado
en ocasiones el principio de colegiacién; esto es, el establecimiento de
bérganos que elaboren estos c6digos de conducta, los apliquen y sean orga-
nismos de consulta y promotores de proyectos y modificaciones al sistema
de comunicacién social.

Las empresas informativas. Regular la empresa informativa es re-
conocer que la estructura econdémica establece una variable de depen-
dencia frente a la informacién. Por esta razén, en la mayoria de los paises
las empresas informativas se encuentran sujetas a un régimen especial,
distinto del de las empresas ordinarias.?™3

La diferencia se basa en el supuesto de considerar a la informacién
como un servicio pablico, que se traduce en normas que impidan el mo-
nopolio; que se conozca en todo momento a los propietarios de dichas
empresas y sus fuentes de financiamiento, asi como la situacién econédmi-
ca de la empresa. El conocimiento de estas situaciones corresponde no
sblo al Estado sino al piiblico en general, de ahi que se premuevan regis-
tros especiales de este tipo de empresas y se exija la publicacién de
estos datos.

El régimen a que estin sometidas las empresas varia de un pais a
otro. En un amplisimo estudio, Fernando Conesa *™ revisa los distintos
regimenes en el derecho comparado. En nuestro pais debemos avanzar

277 Hamelink, Cees, “Periodismo: principios éticos en los cbdigos y en la practica”,
Desafic juridico de la comunicacién internacional, México, ILET-Nva. Imagen, 1979, pp.
127 y ss. (contiene anexos y regulacion de 35 paises).

378 Cfr, Terrén Montero, op. cit. supra, nota 258, p. 212.

219 Cfr. Conesa, op. cit. supra, nota 261.
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en este sentido, pues en la actualidad la empresa informativa no esta
sujeta a régimen especial. Por otro lado, debe de promoverse la socia-
lizacién de este tipo de empresas a través de la formacién de cooperati-
vas, o bien dando prioridad a los trabajadores de ellas de adquirir accio-
nes en caso de venta. Se debe procurar, asimismo, limitar la competencia
y asegurar gue en sus consejos exista representacién de las partes in-
teresadas, especialmente del ptblico a través de, por ejemplo, las asocia-
ciones de receptores.

4.77. LA PUBLICIDAD

El dltimo aspecto que estudiaremos serd el de la publicidad. Es un
hecho que ésta constituye en muchos sistemas de comunicacidn, el nues-
tro entre ellos, el sostén de la empresa, y en muchos casos, de la misma
actividad informativa, aunque no sucede asi en todos los paises. Ante
este hecho es indispensable considerar que se establece una variable de
dependencia de la publicidad frente a la informacién.?8® Por esta razén
es indispensable regular las actividades publicitarias a fin de que cum-
plan su funcién informativa, en forma veraz y de acuerdo a los intereses
sociales.

La publicidad debera asi informar objetivamente de los bienes y servi-
cios que ofrezca, indicando su composicién, usos posibles y origen del
producto; indicar claramente el caricter de publicidad y evitar el uso
de técnicas subliminales. .

Las tarifas que se cobren por transmisiéon de publicidad pueden estar
bajo el control oficial. Ello puede servir para alentar la publicidad de
bienes necesarios vy de produccidén nacional y desalentar los consumos
suntuarios o superfluos.

La regulacién en materia de publicidad no es escasa. En algunos pai-
ses, como Espafia, existen estatutos de la publicidad.?%* En otros, como
es el caso de nuestro pais, s6lo se encuentran disposiciones dispersas,
mismas que no alcanzan un tratamiento organico y completo de la ma-
teria, lo que facilita el predominio del interés comercial sobre las ne-
cesidades sociales.?®?

380 Ver el punto 2.1.1, pp. 42 y ss. de este trabajo.
351 Publicado en el Boletin Oficial, 15 de junio de 1964.
382 Ver anexo legislativo en materia de publicidad.
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48. LOS LIMITES DEL DERECHO A LA INFORMACION

El derecho a la informacién es, por sus caracteristicas, un derecho
no absoluto y puede entrar en conflicto con otros derechos. Este hecho
se desprende tanto de los instrumentos internacionales como de las cons-
tituciones modernas que lo consagran. Todos ellos reconocen que el ejer-
cicio del derecho estd sujeto a deberes y responsabilidades especiales y
enumeran distintas limitaciones?%

Las limitaciones comprenden diversas situaciones y son numeradas
con mayor o menor extensién, segiin se muestra en el apartado corres-
pondiente en este capitulo. Para efectos de exposicién hemos agrupado
las limitaciones en tres tipos: limitaciones en razén del interés nacional
e internacional; limitaciones por intereses sociales, y limitaciones para
proteccién de la persona humana.

Antes de entrar en su estudio, podemos sefalar un par de principios
gue aparecen como constantes. Primero, prohibir la censura previa: este
aspecto, después de haber sido debatido por mucho tiempo, se acepta;
pues hay opinidn generalizada de que es mAs grave el perjuicio que
acarrea la previa censura que la posible difusién de informacion sujeta
a limitaciones. Segiin este principio, la actuacién de la autoridad debe
ser siempre a posteriori y a través de mecanismos que permitan la de-
fensa. El Poder Judicial aparece como el mas indicado para resolver
estas cuestiones.

El segundo principio consiste en que las limitaciones, formalidades,
condiciones y sanciones deben estar sefialadas con toda la precisién po-
sible en los textos legales. Lo anterior no es sencillo, sobre todo por las
materias en las que existen limitaciones; sin embargo, es un imperativo
de seguridad juridica y existen avances importantes en este sentido.

Las limitaciones de espacio sbélo nos permiten sefialar en grandes
lineas las ideas mas importantes en el panorama de los limites del dere-
cho a la informacién. En todos los casos remitiremos a la bibliografia
complementaria, que permite profundizar en estos aspectos.

383 Cfr. Allen Brewer Carias, “Limitaciones a Ia libertad de informacién en el dere-
cho comparado”, Revista de la Facultad de Derecho de Venezuela, nim. 47, 1970, p. 13.
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4.8.1. LIMITES EN RAZON DEL INTERES Y SEGURIDAD NACIONAL

a) La seguridad nacional. La primera causa de limitacién al dere-
cho a la informacién, se refiere a la seguridad del Estado en caso de
guerra, estado de sitio, defensa de la integridad territorial, etcétera. En
nuestro marco juridico, estas limitaciones corresponderian a la suspen-
sién de garantias prevista en el articulo 29 constitucional, cuestién que
ha sido explorada ampliamente por la doctrina.3%

b) Orden piblico. Un segundo aspecto es el mantenimiento del or-
den publico. Pocos conceptos son tan dificiles y peligrosos como éste,
pues ha servido de justificacién para la represién de demandas justas
a lo largo de la historia. En realidad, el orden ptiblico tiene un contenido
variable de acuerdo al tiempo y a la realidad social a la que se aplica.
De aqui la dificultad técnica que supone la determinacién de este con-
cepto, pues su contenido tiene variables politicas y administrativas de
gran diversidad. Esta cuestién, que ha sido advertida hace mucho, origina
que la definicién sea una cuestién de proximidad y grado.3%

En todo caso la conformacién de las fuerzas sociales determinan su
accién. Histéricamente, en los sistemas autoritarios la mas ligera critica
sera considerada como un ataque al orden puiblico. Por el contrario, a
mayor democracia y posibilidades reales de participacién, disminuye la
necesidad de aplicar estos contenidos. En ninguna situacién, las criticas
a la actuacién de los funcionarios del gobierno podrian ser counsideradas
dentro de esta clase de limitaciones.?3¢

En nuestra legislacién la tipificacién de conductas que constituyen
ataques al orden y la paz pdblica estdn comprendidas en la ley de im-
prenta, tales conductas se complementan con los delitos del libro segundo,
titulo primero, del Cédigo Penal Federal.?®”

La documentacién secreta. El principio de acceso a los documentos
administrativos tendria su excepcién mediante el régimen de materias
clasificadas por afectar determinados temas, referidos primordialmente

384+ Cfr. Burgoa, op. cit. supra, nota 305, pp. 201 y ss.

385 Cfr., Luis Castafio, Régimen legal de la prensa en México, México, Porrua, 1962,
p. 127.

386 Jdem, pp. 129 y ss.

387 Los delitos son: contra la seguridad de la nacidn; traicién a la patria, espionaje,
sedicién, motin, rebelién, terrorismo, sabotaje.
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a la seguridad del Estado o cuyo conccimiento publico podria derivar
un dafio a los intereses generales del pafs.?ss

El problema puede resumirse en ires puntos: cuiles y en qué mate-
ria son los documentos que pueden ser declarados reservados; quién es
el érgano competente que puede hacer la declaracién, y en qué lapso
puede conservarse en secreto el documento y las medidas para evitar su
destruccién. Al respecto es interesante la experiencia espafiola con la Ley
de Secretos Oficiales, de 5 de abril de 1968. En principio la ley fue utilizada
para ocultar temas que, lejos de favorecer el interés del Estado, prote-
gian a ciertos funcionarios, La ley contintia en vigor, pero se ha modi-
ficado para restringir la facultad de calificacién al Consejo de Ministros
y la Junta de Jefes del Estado Mayor.3®

Al respecto, José Maria Desantes afirma que si bien pueden existir
razones para limitar ciertos documentos, su calificacién ne debe estar en
manos de la propia autoridad administrativa, porque se convierte en juez
y parte. Propone la existencia de Consejos mixtos o Consejos de infor-
macién de las Camaras Legislativas, que serian los que decidirfan. En dl-
tima instancia, seria el Poder Judicial el que decidiria si estas informa-
ciones son o no susceptibles de reserva.??

En este sentido es ampliamente conocido el caso del Informe Mac-
Namara que llevé a una resolucién de la Suprema Corte de los Estados
Unidos del 30 de junio de 1971, relativa a los documentos del Pent4gono.
Dicha resolucién abrié brecha en este problema, ya que, en todo caso,
quedé establecido que el periodo del secreto no es absoluto, y que pasado
cierto tiempo los documentos deben conocerse publicamente.?*

4.8.2. LIMITES POR RAZONES DE INTERES SOCIAL

En primer lugar tenemos la proteccién de la moral ptblica. Encon-
tramos aqui otro concepto que, dada su vaguedad, movilidad y comple-
jidad resulta dificil de precisar, sobre todo si consideramos el acelerado
proceso de cambio que existe en la esfera de valores y concepciones sobre
la moralidad. '

183 Terrén Montero, op. cit. supre, nota 258, p. 221.

589 Los articulos significativos de esta ley pueden verse en Sanchez Ferriz, op. cit.
supra, nota 281, p. 134; las modificaciones en Terrén Montero, op. cit. suprae, p. 221

290 Desantes, op. cit. supre, nota 262, pp. 78 y ss.

w01 Véase el anexo bibliografico en lo relativo a acceso de documentos.
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a) La moral piblica. Obscenidad y pornografia. El aspecto mas re-
levante y controvertido es el de la obscenidad y la pornografia. Es indu-
dable que en los ultimos afios la actitud frente a la sexualidad se ha
modificado en forma significativa, aunque los cambios no han sido igua-
les en todos los lugares. Esto ha provocado el replanteamiento de los con-
ceptos juridicos ligados a esta materia, con distintos resultados para cada
pais. Ejemplos de esto el de la tendencia a la descriminalizacién de la por-
nografia en algunos paises escandinavos y anglosajones, sobre todo coma
consecuencia de informes realizados por comisiones especiales, que lle-
garon a la conclusién de la inexistencia de una relacién causal entre la
exposicién al material pornogréfico y la conducta antisocial 3%2; en otros
paises, el nuestro por ejemplo, se mantiene una legislacién decimondnica
que ya no corresponde a la realidad, por lo que resulta inaplicable.®%
Dicha legislacién est4 integrada por la Ley de Imprenta, el Cédigo Penal
y el Convenio Internacional para la Represién de la Circulacién y Trafi-
co de Publicaciones Obscenas de 1923. Este viejo convenio, elaborado por
UNESCO forma también parte de muchas legislaciones nacionales, mien-
tras que otras lo han denunciado por considerarlo obsoleto.

Hemos presentado los extremos. El problema tiene gran complejidad,
y tratarlo detenidamente excede el propésito de este trabajo. Debemos
sefialar, sin embargo, que a pesar de las tendencias a eliminar las restric-
ciones, y aun en aquellos paises que han derogado casi la totalidad de la
legislacién en la materia, se conservan prohibiciones juridicas relativas
al material para menores, su envio a personas que no desean recibirlos, ex-
hibicién o distribucién en lugares ptblicos, cuestiones fiscales y aduana-
les, etcétera®* En realidad, nadie niega que en ocasiones la pornografia
puede hacer dafio y hay que proteger a los vulnerables.

En México estd todavia fresco el debate que provocéd el decreto que
promulgé el Reglamento de publicaciones obscenas y objetos obscenos,
en noviembre de 1982.39 Esta discusidn sirvié para que fuera derogado
un mes después, pero queda vigente alin la legislacién de prensa y otras
disposiciones. Creemos urgente que se revise esta materia a la luz de las

392 Cfr. M. Camacho de Ciria, “Consideraciones sobre el concepto de pornografia
v la regulacién juridica de la libertad de expresién”, Personc y Derecho, Pamplona, 1978,
vol. V, p. 76 vy s,

293 Cfr. Castario, op. cit. supru, nota 385, pp. 95 y ss.

294 Cfr. Camacho de Ciria, op. cit. supra, nota 392, pp. 88 y ss.

w5 Véase el punto 3.3.6 de este trabajo.
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nuevas concepciones y de la realidad mexicana que requiere de un marco
legal que regule de manera adecuada estas cuestiones.

El segundo aspecto relativo a la moral, se refiere a la prevencién del
delito. Este aspecto es menos controvertido y se acepta generalmente,
que la provocacién o la apologia del delito, asi como la publicacién de
informaciones que destaquen indebidamente crimenes, pueden ser pro-
hibidos. En nuestro derecho la apologia del delito est4 regulada, en forma
insuficiente, en el articulo 209 del Cédigo Penal Federal.

Otro tipo de limitaciones tiene su origen en la proteccién de la Salud
Publica. Por ello se restringen o limitan las informaciones relativas a
bebidas alcohdlicas, medicamentos, alimentos y cigarros. En nuestro pais
estos aspectos estdn regulados®*® aunque las practicas y el interés comer-
cial hacen de estas disposiciones letra muerta.

b) La proteccién de la infancia y la juventud. Otra limitacién, que
tiene su fundamento en la consideracion del publico al que se dirigen
los érganos de informacién, es la proteccién de infancia y la juventud. En
diversos paises se han establecido medidas protectoras en este sentido;
tal es el caso de Espafia con el Estatuto de Publicaciones Infantiles y
Juveniles, del 19 de enero de 1967,°7 y en Francia, toda declaracién o
publicacién destinada a menores debe ser objeto de una declaracién del
Ministerio de Justicia; en Yugoslavia se prohiben publicaciones cuando
puedan afectar su educacién, etcétera.3®® Otra medida comin es la clasi-
ficacién de las emisiones de acuerdo al ptblico a que estan destinadas.

La necesidad de una legislacién especial para informaciones destina-
das a menores tiene razén de ser en la receptividad de esta clase de publico
v en la ausencia de criterio y madurez para discernir los contenidos que
se reciben, sobre todo a través de los medios de difusién masiva. Por esta
razén es indispensable que, a partir de los proyectos educativos de cada
pais, se adecuen los contenidos de los mensajes destinados a los nifios y
jovenes. De lo contrario son presa fécil de la manipulacién comercial. Se
plantea, asimismo, una nueva responsabilidad para los instrumentos de la
educacién tradicional, escuela y familia, que es ensefiar a usar en forma
critica las posibilidades y contenidos de las nuevas tecnologias.

Un ultimo aspecto es el relativo a la tranquilidad publica y la paz
internacional. En cuanto al primero, se trata de evitar informaciones que,

396 Véase el anexo legislativo en lo relativo a publicidad.
307 Cfr. Terrén Montero, op. cit. supra, nota 258, p. 221.
103 Brewer Carias, op. cit. supra, nota 383, pp. 32 ¥ s.
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en razén a su falsedad o deformacién, provoquen alteraciones o inquietud
entre los ciudadanos: 1a intencién de provocarlas es lo que se castiga. Im-
plica responsabilidad espemal de los medios de difusion y en los profesio«
nales de la comunicacién, que deben abstenerse de publicar este tipo de
informaciones cuando no estén confirmadas o sean meras suposiciones.

También estd prohibida la emisién de informacién que haga propa-
ganda en favor de la guerra, del odio nacional, racial o religioso, que cons-
tituya incitaciones a la violencia o cualquier accién ilegal contra persona
o grupo alguno.

Finalmente, otra limitacién deriva de la necesidad de garantizar una
buena admlnlstracmn de justicia, asi como evitar la publicacién de hechos
escandalosos y la proteccién de los derechos de defensa. Esto ha llevado
a limitar el contenido de ciertas informaciones relativas a actuaciones ju-
diciales.399

4.8.3. LIMITES PARA PROTECCION DE LA PERSONA HUMANA

Bajo este rubro se comprende la proteccién de los que, con una termi-
nologia poco afortunada, se denominan derechos de la personalidad. Se
comprenden entre éstos el derecho a la vida privada, a la propia imagen
y al honor, proteccién que se extiende a la familia. Estos derechos han sido
objeto de amplias exposiciones doctrinales, por lo que nuestro propdésito
es sélo referirnos a ellos en los puntos en que entren en conflicto con
el derecho a la informacién.

a) La vida privada. El aspecto mas interesante se refiere, sin duda,
a la proteccién de la intimidad o vida privada. Este derecho nace en Es-
tados Unidos a fines del siglo pasado. Inicialmente rechazado, es después
aceptado y desarrollado por la jurisprudencia estadunidense,**® que le da
una configuracién més precisa. En otros paises se desarrolla a partir de la
segunda mitad del siglo xx.40!

En principio podemos hablar del derecho a la privacia, como aquel de-
recho de los individuos, grupos e instituciones de determinar cuando, cémo
y en qué medida la informacién que les concierne puede ser comunicada

399 Ibidem.

409 Francois Rigaux, “L’elaboration d’ un droit 4 Pinmitité par la jurisprudence amé-
ricaine”, Revue Internationale de Droit Comparé, Paris, aho 32, niim. 4, octubre-diciem-
bre, 1980. Ver anexo 2 en lo relativo a vida privada.

it Novoa Monreal, op. cit. supra, nota 290, pp. 26 y ss.
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a otros.*” En otro concepto, Novoa sostiene que la vida privada esta cons-
tituida por aquellos fenémenos, comportamientos, datos y situaciones de
una persona que normalmente estan sustraidos al conocimiento de extra-
Hos y cuyo conocimiento por éstos pueda turbarlas moralmente por afec-
tar su pudor o recato.t03

Las ideas anteriores nos aproximan al dificil concepto de vida priva-
da.*** Es suficiente para nuestro propésito plantear los problemas que
presenta frente al derecho a la informacién.

La violacién del derecho a la vida privada se produce cuando un suje-
to obtiene informacién sin respetar la exclusividad que corresponde al
titular. La divulgacién de esta informacién constituye un hecho de ma-
yor gravedad y por razones practicas es el aspecto que aqui nos interesa.

El problema-se plantea al tratar de determinar la frontera entre el
admbito especifico del interés particular y lo que, atin teniendo carécter
personal, trasciende esta esfera para afectar de una u otra forma el inte-
rés general. La tarea se dificulta ain méas en los campos donde los as-
pectos publicos y privados se confunden, en razén a la posicién de los
individuos que actiian en dmbitos artisticos, politicos, etcétera.

El conflicto se plantea, entre dos tipos de intereses: el de aquellos que
ejercen su derecho a ser informados, y el del individuo que tiene derecho
a su propia vida. El principio de solucién consiste en que el interés
publico y social del derecho a la informacién prevalezca sobre el inte-
rés particular del derecho a la vida privada. %%

Debe advertirse que lo anterior no significa que un ejercicio arbitra-
rio del derecho a la informacién pueda hacer nugatorio el derecho a la
vida privada. Para que la superioridad sea efectiva es necesario que exis-
tan dos intereses contrapuestos, lo que supone el ejercicio preciso del
derecho a la informacién. En otras palabras, sélo cuando el derecho a la
informacién se ejerce procurando un respeto a la vida privada y, no obs-
tante, subsista el interés general para conocer hechos, actividades o ma-

102 Rigaux, op. cit, supra, nota 400.

103 Novoa, op. cit. supra, nota 290, p. 50. ..

404 Para las distintas posiciones véase Novoa, op. cit. supra, pp. 26 y ss. Los as-
pectos tutelados por el derecho a la vida privada son: el registro de la persona; la entrada
a recintos y propiedades; violacién de correspondencia; uso de vigilancia electrénica u
otro tipo de espionaje; grabaciones de sonido y tomas fotograficas o cinematogréficas;
importunidades de prensa y otros medios de comunicacién; revelacién de informacion
dada a asesores profesionales o autoridades piblicas; revelacién publica de asuntos pri-
vados; hostigamiento de la persona (llamar, observar, etcétera).

105 S&nchez Ferriz, op. cit. supra, nota 281, p. 126.
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nifestaciones que corresponden a la esfera privada del individuo, es cuan-
do el derecho a la vida privada puede ser sacrificado, "¢

Uno de los campos donde existe mayor preocupacién es la amenaza
que los avances tecnolégicos pueden acarrear para la vida privada, En
efecto, tanto las dependencias gubernamentales como empresas privadas
pueden tener bancos de datos con informacidn personal. Las personas
fisicas y aun las juridicas, pueden sufrir perjuicios cuando la informacién
contenida es utilizada, recopilada y/o publicada por personas y para
fines no autorizados.

Para impedir que se afecte la vida privada de los particulares, algunos
paises han legislado para proteger los datos contenidos en los sistemas
y bancos de informacién. En Estados Unidos, como en la Reptiblica Fe-
deral de Alemania, Francia, Dinamarca, Noruega, Austria y Luxembur-
g0, se han expedido medidas que protegen los datos, y con ello la intimi-
dad de las personas. 47

Esta legislacién enfrenta problemas complejos y distintas alternativas
de solucién,**$ cuya efectividad, en razén del aspecto novedoso que impli-
ca esta legislacién, no puede ser valorada atn. Problema especialmente
delicado son los bancos de datos privados y los problemas relativos a la
exportacion de datos.*%?

b) Derecho a la propia imagen. Otro aspecto es el relativo al dere-
cho a la propia imagen, y aunque atn se discute, la doctrina acepta su
existencia. Su limitacién implica, en principio, la prohibicién de que se
publique la imagen del individuo sin su consentimiento, excepcién hecha
de que se trate de personajes publicos*® En caso de conflicto vale lo
dicho anteriormente para el derecho a la vida privada.

La ultima limitacién corresponde al respeto del honor y reputacién
de las personas. Este derecho puede diferenciarse del respeto a la vida
privada, pues los bienes tutelados son distintos.!!' La limitaciéon a este
derecho supone la prohibicién de la publicacién y emision de injurias en

406 Novoa M., op. cit. suprae, nota 290, pp. 179 a 197. .

407 Cfr, A. C. Evans, “European Data Protection Law”, The American Journal of
Comparative Law, vol. 20, num. 4, otofio 1981, Berkeley; Stephen G. Wood, “Computers
and the protection of individual liberties”, The American Journal of Comparative Law,
vol. 30, 1980. Supplement. Berkeley; ver anexo bibliografico sobre protecciéon de datos.

t0s Cfr. H, Heredero, “La ley noruega de proteccion de datos personales”, Documen-
tacién Administrativa, Madrid, ntim. 189, enero-marzo, 1981.

109 Ibidem.

416 Novoa, op. cit. supra, nota 290, pp. 64 y ss.

111 Jdem, pp. 713 y ss.
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contra de cualquier persona y por cualquier medio. Su proteccién estd
prevista actualmente, en la mayoria de los paises, a través del delito de
injurias, aunque su regulacién se ha hecho sin tomar en cuenta los medios
de difusién.

Las limitaciones también inciden sobre las informaciones difamato-
rias y el correspondiente delito de difamacién. En ocasiones, este delito
es el instrumento de que se valen funcionarios piblicos para acallar cri-
ticas u ocultar conductas ilicitas.

4.9. LA PROTECCION PROCESAL DEL
DERECHO A LA INFORMACION

Uno de los cambios importantes que ha sufrido el derecho, es el aban-
dono de la idea de que resulta suficiente consagrar los derechos de la
persona humana en las constituciones politicas, para que los mismos sean
respetados por autoridades y ciudadanos. Por ello, se han introducido en
casi todos los paises instrumentos procesales especificos para tutelar, ra-
pida y efectivamente, estos derechos, sin los cuales se transforman en
meras declaraciones formales.!?

El campo de la proteccién procesal de los derechos humanos es muy
amplio, sobre todo si se consideran las recientes tendencias a internacio-
nalizar su proteccién.*?® Si a lo anterior se suma la complejidad del dere-
cho a la informacién, se tendra una idea de la dificultad que implica abor-
dar este problema en unas cuantas paginas.

En principio, podemos sefialar que la doctrina ha puesto en claro que
la violacién de los derechos humanos trasciende la esfera del sujeto y
tiene repercusién social, mas adin si, como es el caso del derecho que es-
tudiamos, éstos tienen un contenido econdmico, social o cultural, por lo
que su desconocimiento afecta a toda la comunidad.

Por esta razén la proteccién del derecho a la informacién debe con-
siderarse en sentido amplio. Esta comprende no sélo los instrumentos que
tutelen el ejercicio de los derechos humanos en general, sino también —en
tanto las consecuencias del derecho a la informacién se extienden en for-
ma de cascada sobre todo el ordenamiento juridico—, es necesario consi-

t1z Héctor Fix-Zamudio, La proteccién procesal de los derechos humanos ante las
jurisdicciones nacionales, Madrid, Civitas-UNAM, 1982, p. 24.
413 Idem, pp. 24 y ss.
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derar los casos en que a través del proceso ordinario y la justicia admi-
nistrativa se logra indirectamente la proteccidn.

En derecho mexicano el instrumento procesal protector de los dere-
chos humanos es el juicio de amparo. Esta institucién es muy compleja
en razén de un conjunto de factores histéricos, sociales y politicos, y agru-
pa en la actualidad cinco instrumentos diversos: el habeas corpus; incons-
titucionalidad de las leyes; la casacién; el contencioso administrativo, y
el proceso social agrario. Algunas de estas areas no tienen relacién direc-
ta con la tutela de los derechos humanos y constituyen medios de impug-
nacién ordinarios.*!*

Este ultimo aspecto es el que prevalece en la realidad, obscureciendo
lo que deberia ser su funcién principal —si no la Gnica— de proteccién
de los derechos consagrados constitucionalmente, Volver atras en la con-
figuracién original del amparo no es viable, pero es posible establecer
reglas y procedimientos dentro del mismo amparo, orientados a la tutela
especifica de los derechos humanos.41®

Estas reglas y procedimientos, segun el doctor Héctor Fix, deben res-
ponder a los principios de economia procesal; dar amplias facultades al
juzgador, incluyendo la de suplir los errores y deficiencias formales del
que solicite la proteccién; un sistema flexible de medidas cautelares; me-
didas enérgicas y rapidas para ejecutar el fallo y, especialmente, que los
efectos de éste sean esencialmente preventivos y, en su caso, reparadores
Es decir, se busca un sistema que evite la violacién actual o inminente
de los derechos fundamentales y, en todo caso, restituir el goce de tales
derechos. Sélo en su defecto, la reparacién de caricter patrimonial o
moral 416

La ausencia de los elementos anteriores no impide que, en el estado
actual de cosas, sea posible solicitar la proteccién de la justicia federal
"en caso de violacién al derecho a la informacién. Si bien lo anterior
entrafiaba serias dificultades por lo ambiguo del texto constitucional, es
ahora menos complicado, pues la Convencién Americana de Derechos Hu-
manos y el Pacto de Derechos Civiles en sus articulos 13 y 19 respectiva-
mente, contienen una formulacién méas precisa de su contenido.

Lo anterior no es teorfa, sino hecho que la realidad demuestra. Aun si

414 Cfr. Héctor Fix-Zamudio, “Breve introduccién al juicio de amparo mexicano”,
Memoria del Colegio Nacional 1976, México, El Colegio Nacional, 1977.

1153 Pix-Zamudio, op. cit. supra, nota 412, pp. 125 y ss.

116 Idem, p. 49; véase Rowat, El Ombusdman, México, FCE, 1973.
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toman en cuenta el contenido de los convenios internacionales, distintos
tribunales de circuito han pronunciado tesis de jurisprudencia que, en
forma explicita, se refieren al derecho a la informacién. El texto completo
de éstas lo transcribimos en el anexo 3 de este trabajo.

La existencia de las resoluciones mencionadas es extraordinaria, pues
implica que en principio el derecho a la informacién puede ser protegido
via amparo, aun sin reglamentacién. Por otro lado, y mientras ésta no
exista, las sentencias de los tribunales determinaran el contenido y el cau-
ce del ejercicio del derecho, tal y como ha sucedido en Italia y Espafia.

Ahora bien, como hemos dicho, los efectos del derecho a la informacién
permean todo el ordenamiento juridico. Lo anterior supone que la protec-
cién y ejercicio del derecho a la informacién puede efectuarse también,
en forma indirecta, a través del proceso ordinario y la justicia adminis-
trativa. .

En efecto, en la medida que de hecho y de derecho se establezcan rela-
ciones juridicas informativas en infinidad de campos, el proceso ordina-
rio —civil, mercantil, penal y laboral— sirve como medio para proteger y
ejercer indirectamente el derecho a la informacién. Pensemos, por ejem-
plo, en los derechos de autor; contratos con érganos, agencias o empresas
informativas; delitos de informacién o la participacién de los trabajadores
en los medios de comunicacién. En todos estos supuestos hay relaciones
juridicas informativas de las que se pueden deducir acciones que, en forma
indirecta, implican el ejercicio del derecho a la informacién.

Por otro lado, en la medida que el Estado es sujeto de obligaciones
especificas en materia de informacién, las controversias que en este 4mbi-
to se susciten pueden resolverse por medio de recursos administrativos
'y aun por via del proceso jurisdiccional ante tribunales administrativos.
Piénsese, por ejemplo, en el acceso a la documentacién administrativa
o imposicién de sanciones administrativas.

El tltimo aspecto es el de la responsabilidad. Responsables pueden ser
tanto el Estado, los profesionales de la informacién, las empresas informa-
tivas, agencias noticiosas y, en general, cualquier sujeto del derecho. La
responsabilidad puede ser administrativa, civil o penal segin el sujeto
y la materia. En los dos primeros casos se busca, en principio, la restitu-
cién del derecho violado y, sélo en caso de que no sea posible, la repa-
racién patrimonial o moral. Esta iltima presenta dificultades, pero debe
tomarse en cuenta que e} derecho a la informacion no siempre tiene un
contenido patrimonial, por ejemplo, en el caso de injurias o difamacién.
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Por esta razén, deben buscarse medios reparadores que en todo caso estén
establecidos en la ley. Por ejemplo, los derechos de réplica, rectificacién,
etcétera.

Los aspectos anteriores, que podrian aparecer mas tedricos que précti-
cos, ponen de manifiesto la necesidad inmediata de una reglamentacién
del derecho, ya que sélo a través de ésta sera posible su ejercicio efectivo.
Tal reglamentacién debera tomar en cuenta muy particularmente los as-
pectos procesales que permitan medios rapidos y eficaces para casos de
violacién.

Para completar las cuestiones relativas a la proteccién procesal, de-
bemos mencionar la existencia en otros ordenamientos juridicos de una
institucién que, sin ser un instrumento procesal en sentido estricto, ha
obtenido gran prestigio y eficacia en la proteccién de los derechos huma-
nos. Nos referimos al Ombusdman, denominado también el defensor del
pueblo. 417

El establecimiento de esta figura en el ordenamiento juridico de Méxi-
co constituiria un avance significativo en la proteccién de los derechos
humanos. A la vez, seria deseable la creacién de una institucién similar,
pero especifica para la proteccién de aspectos informativos. Esta figura
tiene antecedentes en el modelo sueco y algunos de Estados Unidos, y es
conocida como el Ombusdman de la prensa. Tiene por misién la vigilan-
cia e investigacién sobre el buen uso de los 6rganos de expresién, exi-
giendo en ocasiones la rectificacion de noticias erréneas, tendenciosas o
lesivas. 18

En este sentido, es importante destacar que el anteproyecto de ley
reglamentaria del articulo 6° contemplaba la creacién de una Procuradu-
ria de la Comunicacién Social, organismo pdblico descentralizado cuyo
objeto consistirfa en la proteccién de los derechos e intereses de los ha-
bitantes del pais en el &mbito de la comunicacién social, asi como la vigi-
lancia del efectivo cumplimiento de las disposiciones legales en la materia.
Esta Procuraduria no se limitaria a vigilar el ejercicio del derecho a la
informacién en el &mbito administrativo, sino que se qeupaba de asesorar
a los ciudadanos en el ejercicio y proteccién de sus derechos en materia
de informacién.

Podemos concluir este apartado con la idea que el derecho a la infor-

417 Idem, pp. 281 y ss.
418 Desantes, op. cit. supre, nota 262, p. T4.
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macién ha tenido un breve proceso de consolidacién atin no terminado,
y que los aspectos procesales, por su dificultad pero también por su im-
portancia, significan uno de los retos mas grandes, pero cuyos resultados
deben ser la defensa, reconocimiento y potenciacién de unos de los dere-
chos humanos fundamentales, el derecho a la informacién.



